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			Prólogo

			El pueblo y sus representantes: las regiones y la nación

			Uno de los temas más difíciles de entender sobre la historia colombiana del siglo xix es el de sus guerras civiles, no solo por la complejidad de los procesos vividos, sino también porque el conocimiento al respecto resulta claramente partidista si nos referimos a las reflexiones de la época o, incluso, de la primera mitad del siglo xx; y, si se mira la historiografía académica de las últimas décadas, es un abordaje muy generalizado para el país o demasiado específico para alguna región o guerra en particular. Las formas del campo estatal en el siglo xix colombiano. Caciques, jefes políticos y desórdenes civiles en la guerra civil de 1859-1862, de Manuel Alberto Alonso Espinal, llena un gran vacío que se tiene en el conocimiento de esta guerra en especial, pero sobre todo en la comprensión de que, en el período mencionado, las guerras civiles son, más que una patología del Estado, un elemento central de la configuración del campo estatal colombiano.

			La abundante y rigurosamente tratada masa bibliográfica y documental con la que se trasiega por distintas regiones del país y su participación en esta guerra, que el autor conecta, como sus antecedentes más relevantes, con las guerras de Los Supremos, la de 1851 y la de 1854, le permite identificar las continuidades de las guerras civiles del siglo xix y mostrar que, en general, no se resolvían, y que los asuntos que quedaban pendientes en alguna de ellas se insertaban en las causas de otras, como también lo hacían sus protagonistas —por sí mismos o a través de sus herederos o redes clientelares— y todas las alianzas y los odios que terminaron por heredarse y conformar los hilos de la política nacional. Entre estos encadenamientos, el autor destaca, con el propósito de explicar la configuración del campo estatal, las disputas por la implementación de un modelo político, por el poder electoral y burocrático y por el prestigio social.

			Narrativamente el libro se compone de tres partes, en las que contextualiza claramente la unidad de análisis del estudio realizado, recrea la trama de la guerra y concluye acerca de lo que desde el principio llama sus hipótesis interpretativas. De esta manera logra mostrar la conexión que existe entre sucesos locales y nacionales, y cómo el casus belli de la guerra de 1859-1862 se fue configurando a partir del entrecruzamiento de disputas partidistas locales y regionales (no exentas de tintes clasistas, racistas y territoriales, lo mismo que económicos y politiqueros), que aparecían, resurgían o se reeditaban, en reacción a fenómenos que, como el reordenamiento territorial y electoral, emanaban del nivel nacional. Junto a la dupla casos regionales – leyes nacionales, una tercera variable incluye el autor para explicar cómo se trenza la guerra en su carácter nacional, esto es, la dimensión personal de los conflictos, con respecto a la cual enfatiza en la confrontación entre el presidente Mariano Ospina Rodríguez y el general Tomás Cipriano de Mosquera. 

			Una vez explicada la guerra en su dimensión nacional, Alonso Espinal vuelve al giro de los sucesos del período para mostrar que el momento culminante del proceso de nacionalización de aquella estuvo relacionado con la inserción de la retórica belicista nacional en lo local, especialmente en los estados de Cauca y Antioquia, y amplía con ello el panorama para entender las lógicas del oscilar constante entre los conflictos locales y regionales, algunos de ellos de vieja data, y la guerra nacional, mostrando también que el punto fijo que sostenía ese péndulo era la disputa por las soberanías en el marco de un régimen político confederado, es decir, por los alcances del federalismo, con lo cual resalta que esta dimensión grande de la política se nutría de una dimensión menor constituida por el juego de ejercicios de poder de caciques y jefes políticos locales y regionales de ambos partidos, que fueron, en última instancia, quienes lideraron y protagonizaron los “desórdenes civiles en la guerra de 1859-1862”, como reza parte del título de este libro, cuyos abundantes méritos deberá descubrir cada lector. 

			De los aportes temáticos que realiza esta obra, deseo resaltar los siguientes:

			
					Esta investigación amplía la comprensión de la vida política de mediados del siglo xix, al mostrar que lo que se da en Colombia en dicho período no corresponde, en estricto sentido, a un régimen federal ni a un régimen confederado, sino a un “federalismo centralizador”, que podría explicarse como un régimen federalista del gobierno de la unión hacia los estados soberanos, pero centralista de manera inversa, ya que cada uno de los estados que hicieron parte de la Confederación eran, en su interior, centralistas con respecto a sus localidades. 

					Profundiza, como poco se ha hecho hasta el momento, en el análisis del papel estratégico que cumplen en la política nacional los caciques y jefes políticos locales y regionales, quienes, liderando o conteniendo los desórdenes civiles, incidieron en la construcción del campo estatal, lo que se evidencia en las luchas por la conservación o consolidación de poderes políticos y económicos de base territorial; poderes caciquiles y gamonalicios que, en síntesis, fungieron, tanto en tiempos de guerra como en tiempos de paz, como el lazo vinculante entre la política nacional, la local y la regional, o como el gozne entre la realidad social y la abstracción de un Estado-nación en formación. En este sentido, el autor destaca la cualidad de “oportunistas” de los caciques y jefes políticos locales que no desaprovecharon ninguna de las aristas abiertas por las guerras para agenciar viejos conflictos territoriales e intentar fortalecer tanto su poder como la relación de sus escenarios particulares con las dinámicas nacionales. 

					Más allá de la guerra misma, esta investigación deja abierta una nueva ruta de análisis para comprender la política que se instaura al concluir aquella, la del llamado radicalismo liberal, que, en su intención de contener las ambiciones caudillistas de alcance nacional de Tomás Cipriano de Mosquera, llevó a una de las más importantes modificaciones de la esfera estatal en el siglo xix: el cambio del régimen de lealtades de los caudillos militares a las organizaciones partidistas, es decir, la subordinación del poder militar al poder civil, y la transformación de las disputas por la soberanía en luchas por la representación electoral. Sin embargo, los permanentes fraudes electorales del período —encaminados a excluir a los adversarios políticos de los escenarios de poder— ralentizaron el proceso de subordinación de lo militar a lo civil y fortalecieron la intermediación de los caciques y los jefes políticos locales en la aparición de nuevas esferas de intervención y relación de los individuos con las burocracias de los estados soberanos y del Estado de la unión. De esta manera, se pone en evidencia que la formación del campo estatal no es homogénea, estable y monopólica, sino diversa y se presenta como una pluralidad de formas de autoridad y dominación que se construyen, en el caso colombiano, en los intersticios existentes de la política electoral partidista y clientelista, y sus escenarios locales, regionales y nacional.

					Así, esta obra muestra que la que algunos autores han denominado guerra por las soberanías, en referencia a la disputa entre los estados federales y el gobierno de la unión por la autonomía de los primeros y los marcos de actuación del segundo, no es solo por esta soberanía, sino también por la soberanía del pueblo, es decir, por la definición de en quién recaía la soberanía popular; lucha que terminó por jugarse, pasada la guerra, a través de mecanismos electorales que posibilitaron a las élites políticas locales y regionales, el control del aparato burocrático en construcción, tanto a nivel nacional como a nivel de los estados, ahora soberanos. 

					Para concluir, la investigación muestra que la opción tomada durante el radicalismo liberal por un régimen de gobierno como el ya mencionado tuvo como correlato, a partir de la guerra civil de 1859-1862, la transformación de la naturaleza del caciquismo y la conversión de los caciques en jefes políticos de base territorial y filiación partidista, que basaban su poder ya no tanto en un dominio económico, cuanto sí en las clientelas electorales que posibilitaban su papel de intermediarios entre lo local, lo regional y lo confederal, y, a la vez, su figuración y desempeño, vía cooptación de la palestra burocrática, en el escenario político nacional dominado por las luchas bipartidistas. En la estructura federalismo centralizador - civilismo - jefatura política partidista - gobierno negociado, encuentra el autor las líneas clave de la configuración del campo estatal colombiano en la segunda mitad del siglo xix.

			

			Desde este modelo analítico abordado por Manuel Alberto Alonso Espinal, cualquier lector podrá entender que nuestra cultura política dominada por la existencia de varones electorales de nivel nacional y pertenencia partidista que se nutren de y a la vez alimentan a los caciques políticos regionales, que construyen “su poder social” a través de cargos burocráticos auspiciados por aquellos —todo un círculo vicioso casi nunca libre de prácticas de corrupción—, y que fungen como indispensables intermediarios entre el pueblo y sus representantes, entre las regiones y la nación, hunde sus raíces en el siglo xix. 

			La investigación deja, por tanto, varias rutas de análisis abiertas para que otros científicos sociales continúen explorando la historia política de Colombia.

			Lina Marcela González Gómez

			Historiadora, profesora del Departamento de Historia

			Universidad Nacional de Colombia, sede Medellín

			Introducción

			Guerras civiles, política y Estado

			Desde que nos emancipamos de la madre patria, no hemos hecho otra cosa que amontonar plata y emplearla en pólvora y plomo para destruirnos mutuamente.

			Juan de Dios Zubiría

			Las revoluciones armadas, por pasajeras, son como el rayo que, cayendo sobre la robusta encina, instantáneamente la quema y la destruye. La influencia de aquellas es tan letal que, a fuerza de ejercerse con frecuencia entre nosotros, ya se va perdiendo hasta la esperanza de que en nuestro infortunado suelo llegue a ser efectivo el imperio de la paz.

			Juan Antonio Calvo

			En el siglo xix colombiano se dibujan y aprecian algunos de los aspectos centrales de nuestra conformación como sociedad y como Estado moderno. En sus continuidades y rupturas, este siglo anuncia la compleja relación existente entre los procesos de configuración y funcionamiento del Estado y la presencia más o menos repetida de desórdenes civiles y enfrentamientos armados. Incluso, se puede afirmar que uno de los rasgos fundamentales de ese siglo es la presencia permanente y continua de guerras civiles orientadas a definir los procesos de integración territorial y social del Estado, es decir, confrontaciones armadas que tenían como objetivos centrales, entre muchos otros, la definición del carácter de la soberanía, la caracterización de la comunidad y el régimen político, y la delimitación de los alcances y límites de la ciudadanía.

			Esta relación entre guerras civiles y procesos de formación del Estado ha sido documentada y analizada por varios investigadores, de tal forma que hoy se cuenta con un vasto número de textos en los que se establecen vínculos directos entre esos conflictos armados y los procesos de construcción política, social y cultural del Estado y la nación. La historiografía colombiana sobre el siglo xix ha mostrado que las guerras civiles desempeñaron un papel fundamental en la construcción del orden político. Ellas dieron origen a variadas instituciones, como el Ejército y los aparatos de justicia, transformaron el ordenamiento constitucional, cohesionaron a grupos y sectores de la sociedad y definieron a otros como enemigos públicos. Esas guerras produjeron ascenso social, proporcionaron estatus, facilitaron formas de acumulación de capitales, afectaron el desarrollo económico y crearon “lazos de identidad nacional a través de los partidos, la iglesia [...], familias, ejército, clientelas y relaciones de parentesco” (Ortiz, 2004, p. 54). 

			Sin embargo, esos trabajos que abordan la pregunta por la relación mencionada se han concentrado, ante todo, en el análisis de la formación de los imaginarios y representaciones de la nación, y han puesto en un segundo plano aquellas cuestiones referidas a las características y formas de funcionamiento del Estado central, los estados federales y sus aparatos burocráticos. Incluso, en un número importante de trabajos, la discusión sobre las características y formas de funcionamiento del Estado en medio de la guerra se han saldado con la tesis que afirma, de manera genérica, que el rasgo fundamental del Estado colombiano es su debilidad y fragmentación. 

			Intentando profundizar y debatir esta tesis, el objetivo del presente libro es relatar e interpretar la guerra civil de 1859-1862, con sus causas y consecuencias, sus héroes y villanos, sus batallas y azares militares, y construir algunas hipótesis interpretativas sobre su incidencia en la configuración del campo estatal colombiano en la segunda mitad del siglo xix. Se trata de analizar, con base en el estudio exhaustivo de esta guerra en particular, los procesos políticos que subyacen a la tensión entre la centralización y la descentralización del poder en Colombia a mediados del siglo xix, y de poner la mirada en las formas adoptadas por el campo estatal como respuesta a una guerra cuyas causas fueron las disputas por el poder de los estados, la configuración burocrática de los mismos y la discusión sobre los alcances y límites de las soberanías (véanse Uribe de Hincapié y López, 2008a; y Gutiérrez, s. f.). 

			Auscultar las formas que adopta lo estatal en una coyuntura histórica determinada puede parecer una pretensión desmedida, fundamentalmente, por cuestiones metodológicas y de acceso a las fuentes. Por ello se recurre a un acontecimiento, la guerra civil de 1859-1862, pues esa confrontación armada constituye una excusa para acotar las fuentes y una ventana para observar los cambios en las formas de la dominación política, sobre todo, por su carácter singular, “por sus efectos de resonancia, por todo lo que gracias a su explosión surge a la superficie”, por lo que “arrastra consigo y hace fluir”, y por las palabras y huellas del pasado que alcanza a develar (Duby, 1988, p. 9). 

			Específicamente, esta guerra tiene tres particularidades de suma importancia para el desarrollo del texto: en primer lugar, ocurrió después de la inédita consagración constitucional de un modelo de régimen político federal que se sustentaba en la creación de los estados federales; es decir, esta guerra civil corrió paralelamente a la reconfiguración del campo estatal provocada por la reducción y agregación de provincias y por la creación de unidades políticas y administrativas con atributos más o menos soberanos; en segundo lugar, fue la única guerra civil ganada por los rebeldes; y, finalmente, con ella se modificaron contundentemente los atributos de la soberanía al posibilitar “la internacionalización del espacio político interior y la incorporación en el orden constitucional del derecho de gentes, reconociendo el carácter de guerra a la guerra civil y el carácter de enemigo público a los rebeldes” (Uribe de Hincapié y López, 2008b, p. 88). Al internacionalizar el espacio político interno, esta guerra dio lugar a la emergencia de estructuras de dominación político-territorial delimitadas por múltiples externalidades en el territorio nacional (Orozco, 1992, pp. 98 y ss.). En este sentido, esta guerra se libró entre estados que reclamaban potestades soberanas y no, simplemente, entre un rebelde —el general Tomás Cipriano de Mosquera— y el Estado. 

			En términos teóricos, el trabajo gira en torno a dos conceptos centrales: campo estatal y guerra civil. En cuanto al primero, este libro asume la definición del Estado como un campo de luchas, resistencias y negociaciones,1 y, a través del estudio de la guerra civil de 1859-1862, describe las confrontaciones propias de su proceso de formación (véase Alonso, 2014). El Estado, entendido como un campo, no es un aparato fijo e inmutable, “su organización, objetivos, medios, socios y reglas operativas cambian [en una perspectiva histórica] cuando se alía o se opone a otros dentro y fuera de su territorio” (Migdal, 2001, p. 45). La conclusión lógica de este enunciado es que las rivalidades y luchas entre los grupos dominantes, y entre estos y los sectores subordinados, es decir, las luchas por la hegemonía, no presuponen un mal funcionamiento del Estado, su captura, debilidad y disolución; ellas evidencian, por el contrario, las modalidades y formas de su funcionamiento en contextos históricos determinados. 

			La construcción de hegemonías debe entenderse como un proceso político de dominación y lucha, problemático, debatido e inacabado, pues el Estado es un lugar de interacciones, un campo estratégico de relaciones de poder, con fisuras, disputas, divisiones y resistencias. Florencia Mallón (2003) señala que “la hegemonía puede pensarse como una serie de procesos sociales, continuamente entrelazados, a través de los cuales se legitima, redefine y disputa el poder y su significado a todos los niveles de la sociedad” (pp. 85 y 91). Por su parte, William Roseberry (1994) propone utilizar el concepto de hegemonía, “no para entender el consenso, sino para entender la lucha; las maneras en que el propio proceso de dominación moldea las palabras, las imágenes, los símbolos, las formas, las organizaciones, las instituciones y los movimientos utilizados por las poblaciones subalternas para hablar de la dominación, confrontarla, entenderla, acomodarse o resistir a ella” (p. 360).

			La interpretación que aquí se presenta renuncia, entonces, a mirar al Estado como una unidad homogénea y acabada, y no busca patologías o deficiencias de lo estatal, ni intenta construir hipótesis orientadas a confirmar la idea de su debilidad.2 En el texto se asume que no existe una historia única sobre los caminos y trayectorias de formación del campo estatal, y que todos los relatos no pueden confluir hacia la idea del Estado centralizado y con absoluto control sobre el monopolio fiscal, de la violencia y de la representación. 

			La formación histórica del campo estatal implica dos formas de integración, con sus respectivas luchas y conflictos: una, la integración territorial y espacial, en la cual se manifiestan las disputas entre el centro y sus periferias (lo nacional/regional/local); y dos, la integración de los estratos sociales, en la que se expresan las pugnas entre diversos actores y fuerzas en torno a las formas de centralización y descentralización del poder.3 En este sentido, en los procesos históricos de constitución del Estado, la centralización y las pretensiones de integración siempre van acompañadas de una fuerte presión por la descentralización del poder (véase Elias, 1987, p. 368), y siempre están sometidas a retrocesos, desintegraciones, discusiones y negociaciones. Tal como lo anota Michael Mann (1997), “lejos de ser singulares y centralizados, los Estados modernos constituyen redes polimorfas de poder, atrincheradas entre el centro y los territorios” (t. ii, p. 110). En tal sentido, los procesos de centralización y concentración del poder no son homogéneos, rectilíneos y totalmente acabados.4 

			La formación del Estado se inserta, entonces, en una racionalidad histórica en la cual este se construye y reconstruye, inventa y reinventa permanentemente, mediante la interacción de sus partes. Así, cualquier análisis de su formación obliga a respetar la irreductible singularidad de la historia, y a realizar ejercicios interpretativos que respeten la profunda desincronización que hay entre unos procesos y otros, pues la política y el Estado no se definen a priori. Se trata de identificar secuencias, procesos y configuraciones particulares del campo estatal en una coyuntura histórica determinada, sin olvidar que estas manifestaciones plurales de su formación dependen de su historia pasada y están íntimamente ligadas a ella. Como ya se señaló, en el caso específico de este libro interesa analizar las modalidades y formas de funcionamiento del campo estatal en un momento histórico muy específico, aquel correspondiente a la guerra civil de 1859-1862. 

			Es necesario anotar que al hablar del proceso de formación del campo estatal colombiano en el siglo xix se hace referencia a la búsqueda de una mayor centralización política e integración territorial por parte de las élites ubicadas en el gobierno central, pero también al choque que se presenta entre esas pretensiones y los permanentes impulsos hacia la descentralización del poder jalonados por las élites y grupos localizados en los estados confederados, las provincias y las localidades. Esta tensión se manifiesta en la permanente contraposición existente entre las formas de dominio directo y las formas de dominio indirecto del Estado5 y, en algunos casos, en el cuestionamiento a las pretensiones del aparato central de ser el único portador del monopolio de la violencia y del monopolio fiscal.

			Como punto de partida de este libro, se puede afirmar que en el proceso de formación del campo estatal colombiano en el siglo xix se encuentra siempre presente una clara tensión entre lo nacional y los estados federales, las provincias, los municipios y las localidades; que uno de los filones sobre los cuales se despliega esa tensión gira en torno a los acoplamientos y contraposiciones que aparecen entre los procesos de centralización y descentralización del poder; que en esas luchas por los alcances y límites de la centralización, persiste el choque entre las formas de dominio directo y las formas de dominio indirecto del Estado; y que este conjunto de confrontaciones se desarrolla y alienta de distintas maneras, entre ellas el recurso a la violencia y la guerra.6 En esta perspectiva, la guerra no es una patología del Estado7 ni una muestra de su debilidad, sino un episodio dentro de sus procesos de integración social y territorial.8

			Sobre el segundo eje conceptual que da forma a este libro, es importante anotar que, en el amplio abanico de las violencias colectivas9 que los grupos sociales usan como instrumento para presionar y repeler formas de integración e incorporación política, la guerra civil ocupa un destacado lugar. Andrés Bello (1840) señala que “cuando en el Estado se forma una facción que toma las armas contra el soberano, para arrancarle el poder supremo o para imponerle condiciones, o cuando una república se divide en dos bandos que se tratan mutuamente como enemigos, esta guerra se llama civil, que quiere decir, guerra entre ciudadanos” (p. 240). De manera más simple se puede afirmar que la guerra civil es la confrontación armada entre miembros de un mismo Estado o ciudadanos de una misma unidad política. 

			María Teresa Uribe de Hincapié y Liliana María López Lopera (2006) resaltan el vínculo que hay entre la guerra civil y el campo de lo estatal, cuando afirman que aquella “adquiere el carácter de guerra cuando los actores enfrentados son capaces de obligar al Estado a que haga la guerra regularmente, cuando establecen dentro de la comunidad política dominaciones alternas a la estatal, cuando promulgan leyes y obligan a las autoridades a capitular, es decir, cuando ejercen actos de soberanía” (p. 36). Siguiendo los hilos de esta definición se puede anotar, entonces, que la característica definitoria de la guerra civil es la escisión de la soberanía o la presencia de soberanías en disputa (véase Uribe de Hincapié, 1999, pp. 23 y ss.). 

			Las guerras civiles son un evento puntual y estrepitoso de aquello que se define como la política, la dominación y la soberanía, y, en tal sentido, un acontecimiento privilegiado para describir las formas que históricamente va adoptando el Estado, así como para desnudar los rasgos centrales de sus procesos de integración territorial y centralización política (véase Bolívar, 2003, p. 9). Tal como lo anota Fernando Escalante Gonzalbo (1998), “en las guerras se consolidó una forma de hacer política y de entender la política, que no podía prescindir del Estado, pero que nunca se agotaba en el Estado” (p. 20).

			Esta relación entre guerras civiles, política y construcción del Estado presenta a las primeras como conflictos complejos, no binarios, con múltiples causas, y con tramas y dramas algunas veces ininteligibles donde intervienen actores de naturaleza muy diversa. Las guerras civiles pocas veces se ordenan pulcramente a lo largo de una sola dimensión y, la mayoría de las veces, ellas deben ser entendidas como: 

			procesos que brindan un medio para que una variedad de ofensas salgan a flote dentro de un conflicto mayor, particularmente a través de la violencia. [...] Las guerras civiles son [...] agregaciones fluidas de múltiples, más o menos traslapadas, más pequeñas, diversas y localizadas guerras civiles que entrañan una complejidad bizantina y un astillamiento de la autoridad dentro de miles de fragmentos y micro-poderes de carácter local (Kalyvas, 2004, p. 59).

			En consonancia con esto, la guerra civil de 1859-1862 se presenta como la sumatoria de variados conflictos que no respondían a una única naturaleza y que solo en algunos momentos específicos adquirieron una dimensión nacional. Abandonando aquellas definiciones de la guerra civil como un conflicto binario entre dos actores claramente estructurados, esta caracterización de la guerra civil de 1859-1862 abre la puerta al estudio de los procesos de intersección que ocurrían entre los actores nacionales, provinciales y locales, y recupera su papel en la configuración de redes locales de poder y en la tramitación de conflictos existentes entre los estados federales, las provincias y las localidades. 

			Por lo tanto, este libro pone especial cuidado en la descripción de las lógicas locales y provinciales de la guerra de 1859-1862 y su papel en la configuración del campo estatal colombiano de mediados del siglo xix. Tal confrontación armada no da cuenta de los vastos, complejos y variados procesos que dieron forma al campo estatal colombiano en el siglo xix. Sin embargo, ella constituyó un acontecimiento particular en dicho proceso,10 porque se desarrolló dentro del corpus administrativo, institucional y legal del Estado, y puso en discusión las formas de dominación política, modificó los alcances de la centralización del poder y perturbó la naturaleza de la ciudadanía. En esencia fue una confrontación armada donde persistieron las complejas relaciones entre la centralización y la descentralización del poder, las pugnas entre el aparato burocrático central y las burocracias de los estados federales y la permanente contraposición entre las formas de dominio directo e indirecto desplegadas por las burocracias estatales y sus intermediarios.11 

			Finalmente, es importante anotar que el estudio de la relación entre la guerra civil de 1859-1862 y los procesos de formación del Estado, tal como se propone en este libro, se realiza siguiendo dos rutas. 

			La primera se centra en el análisis del papel desempeñado por los caciques y jefes políticos de los estados federales, las provincias y las localidades en el desarrollo de la guerra y sus relaciones de adaptación o resistencia con los proyectos de integración territorial y social jalonados por el Estado central. Después de desagregar la guerra en múltiples conflictos de naturaleza interestatal, provincial y local,12 el texto aborda la discusión sobre la capacidad de los caciques y jefes políticos locales para hacer oposición, chantajear o negociar con las burocracias estatales del ámbito nacional, y sobre su papel en la construcción del mencionado campo estatal colombiano a mediados del siglo xix. 

			Aquí se apela a la versión más tradicional del término, y se define al cacique como un “intermediario político” con poder local, “autoritario y personalista”, con fuertes vínculos con el “territorio y su población” (Buve, 2003, p. 19), y cuyo gobierno, “característicamente informal, individualista y a menudo arbitrario”, se apoya en un núcleo de parientes, copartidarios y subordinados, inscritos en relaciones patrimoniales y de patronazgo (p. 19).13 Esta versión tradicional supone, además, que este político florece en aquellos espacios en los cuales el Estado padece de un deficiente control político-administrativo y militar sobre el territorio. Según François-Xavier Guerra (2012), la diversidad del caciquismo incluye, en el nivel regional, a “élites tradicionales [...] con sus grandes redes de parientes, amigos, allegados y clientes; con los pueblos que dependen de ellos; con sus actividades económicas —tierras, minas, comercio—; [...] y frecuentemente con ejércitos o por lo menos con autoridad sobre hombres armados” (p. 94). En el nivel provincial, casi siempre a “hacendados y comerciantes que controlaban la vida política de las capitales provinciales”, y en el nivel local, a “personajes notables de los pueblos [...] propietarios de tierras o comerciantes” (p. 94). Por su parte, el jefe político es aquel cacique que sustenta su gobierno en el despliegue de prácticas políticas clientelistas, es decir, 

			en relaciones informales de intercambio recíproco y mutuamente benéfico de favores entre dos sujetos, basadas en una amistad instrumental, desigualdad, diferencia de poder y control de recursos, en la que existe un patrón y un cliente: el patrón proporciona bienes materiales, protección y acceso a recursos diversos y el cliente ofrece a cambio servicios personales, lealtad, apoyo político y votos (Audelo, 2004, p. 128).14 

			La mayoría de los jefes políticos son, también, caciques políticos. Pero no todos los caciques locales llegan a ser jefes políticos. Por eso es posible identificar en los dos las mismas funciones de intermediación política y el establecimiento de dominios negociados (véase Falcón, 2015, pp. 314 y ss.).

			La segunda ruta se centra en el análisis de los procesos de construcción de las soberanías estatales en el contexto de la guerra civil de 1859-1862. En particular ella se ocupa del estudio de las medidas adelantadas por el gobierno de la Confederación Granadina para garantizar la integración territorial, política y social del Estado, de la reacción provocada en cada uno de los estados federales15 frente a esas medidas y de los procesos de reconfiguración de las instituciones de esos estados y su incidencia en la irrupción de una guerra marcadamente nacional. Después de recuperar las dimensiones nacionales del conflicto, esta segunda ruta aborda la discusión sobre la naturaleza adoptada por el federalismo en el contexto de la guerra civil de 1859-1862 y sobre los procesos de construcción de un régimen político de acento civilista en la Colombia de mediados del siglo xix. 

			Estructura, acontecimiento y ensamblajes institucionales del campo estatal: los referentes metodológicos

			Saskia Sassen (2010) señala que la configuración del campo estatal puede entenderse como el ensamblaje de tres elementos: la autoridad, el territorio y los derechos (en este libro se abordan los dos primeros elementos). La variación subyacente a diferentes configuraciones de lo estatal reside en las modificaciones de alguno de estos elementos y, por tanto, en las leves o profundas transformaciones en las formas como ellos se articulan. Sin embargo, en los procesos de cambio que adquiere lo estatal, no hay una sustitución plena de unos ensamblajes por otros, pues algunas capacidades existentes en una forma más o menos determinada del campo estatal permanecen, se insertan y alojan en una nueva lógica, y posibilitan la configuración de una estructura que en un momento determinado puede parecer novedosa.

			En sus reflexiones sobre la semántica y definición de los tiempos históricos, Reinhart Koselleck (1993) propone diferenciar dos estratos del tiempo: los acontecimientos y las estructuras. Los primeros nombran esa franja del tiempo que puede “ser experimentada por los contemporáneos afectados como [...] una unidad de sentido que se puede narrar” (p. 141). Los acontecimientos, que se forman a partir de incidentes, solo pueden narrarse y constituir una unidad de sentido histórico a través de la referencia a un mínimo de anterioridad y posterioridad, y ellos son producidos o sufridos por sujetos históricamente ubicables en un tiempo cronológicamente mensurable (p. 142); es decir, los acontecimientos están acotados por la existencia de un antes y un después, temporalmente corto, que da sentido a la narración. 

			Las estructuras, por su parte, nombran “aquellos contextos que no afloran en el decurso estricto de los acontecimientos que ya se han experimentado. Indican mayor permanencia, mayor continuidad, cambios por doquier, pero en plazos más largos” (Koselleck, 1993, p. 143). La dimensión temporal de las estructuras apunta más allá del ámbito cronológicamente registrable por la experiencia de los participantes en un acontecimiento.16 Ellas son, en sentido estricto, “supraindividuales e intersubjetivas. No se pueden reducir a personas individuales y raramente a grupos determinables con exactitud” (p. 144). Por ello es posible afirmar que las determinaciones cronológicas de un antes y un después son poco relevantes cuando se habla de estructuras.

			Las referencias a Sassen y Koselleck tienen por objeto señalar que en la configuración del campo estatal existen acontecimientos que pueden introducir modificaciones en algunos de los elementos que dan forma a un ensamblaje determinado. Sin embargo, en esos mismos procesos no existen puntos de inflexión radicales en los cuales sea posible identificar el tránsito desde una forma determinada del Estado hacia otra totalmente novedosa. Cada ensamblaje institucional tiene las huellas del pasado y se configura a través de la presencia de ciertas capacidades que habitan en estructuras precedentes. El ensamblaje de una forma específica del campo estatal está marcado por la presencia de residuos estatales previos,17 de tal forma que en el proceso de configuración del Estado colombiano del siglo xix no existe, por ejemplo, una ruptura total entre el Estado y la sociedad colonial y el Estado y la sociedad republicana; entre el régimen centralista de la década de 1840 y la puesta en marcha del proyecto federalista del medio siglo; entre la adopción de un régimen político republicano con tintes conservadores y aquel marcado por los colores y principios del liberalismo. 

			Metodológicamente, este libro relata e interpreta la guerra civil de 1859-1862, reconstruye sus causas y consecuencias, identifica a sus héroes y villanos, sus batallas y azares militares, y a partir de ella ofrece algunas hipótesis interpretativas sobre su incidencia en las formas adoptadas por el campo estatal colombiano en la segunda mitad del siglo xix. El texto asume esta guerra como un acontecimiento más o menos único y que respondía a unas causas y motivaciones políticas específicas.18 Sin embargo, el ejercicio de interpretación que aquí se propone no se puede realizar, parafraseando a Koselleck (1993), “[...] sin representar alguna estructura, sin describir algún proceso, sin que haya que aplicar conceptos históricos que permitan ‘concebir’ el pasado” (p. 150). 

			En este sentido, el estudio de la guerra civil de 1859-1862 y de las transformaciones que ella produjo en el campo estatal colombiano se acompaña de una referencia permanente a los ensamblajes institucionales precedentes y a las capacidades y elementos históricos que la hicieron posible. Específicamente, para los fines de este trabajo, se referencian dos fenómenos específicos: en términos de la autoridad, el papel de los intermediarios políticos y la constante definición de aquella a través de la presencia del caciquismo político; y en términos del territorio, el peso de la fragmentación regional19 y el marcado predominio de lo provincial, municipal y local. Por los alcances y objetivos del libro, no se desarrolla el tercer elemento enunciado por Sassen, esto es, los derechos.

			Los elementos mencionados, que constituyen los hilos con los cuales se va uniendo la narración de este texto, están ligados a las dos rutas de análisis reseñadas atrás: el primero —la autoridad—, con aquella que se ocupa del papel desempeñado por los caciques y jefes políticos de los estados federales, las provincias y las localidades en el desarrollo de la guerra y su relación con los proyectos de integración territorial y social jalonados por el Estado central; y el segundo —el territorio—, con aquella que se centra en el análisis de los procesos de construcción de las soberanías estatales en el contexto de la guerra civil de 1859-1862.

			Las fuentes, el texto y sus partes

			Este libro se inscribe en el terreno de la historia política, específicamente, en aquella línea de trabajo de la disciplina que tiene como objeto central de indagación al Estado, entendido como un campo de fuerzas y relaciones de poder en el cual se pone “en juego la existencia de un ‘conjunto de planes e intenciones razonables y premeditadas que tienen hombres o grupos concretos de hombres’ en su haber estado juntos, los unos con los otros, según sus posibilidades de existencia política ya experimentadas” (Martínez, 2004, p. 101).20 Por ello, el texto se articula, además, a otros conceptos políticos como régimen político, guerra civil, soberanía, representación, federalismo y caciquismo. 

			Sin agotar el vasto campo de enfrentamientos armados de ese período, el libro sigue las huellas históricas de algunas de las disputas y conflictos del proceso de configuración del campo estatal colombiano a mediados del siglo xix. En tal sentido, se ocupa del estudio de la agenda estatal del gobierno central, de los equilibrios o disputas entre diferentes niveles de las burocracias estatales en torno a esa agenda, y de los enfrentamientos, las oposiciones y rivalidades entre presidentes, gobernadores, alcaldes, caciques y jefes políticos locales, por el acceso al poder, la definición del régimen político y la forma de organización estatal. Por ello, el texto aborda el campo estatal en el marco histórico de la creación de los estados federales a partir de 1855 y del examen de las condiciones que llevaron a su crisis durante la guerra civil de 1859-1862.

			Teniendo en cuenta los aportes de otras ciencias sociales como la ciencia política, la sociología política, la antropología política y la sociología histórica, el libro presta especial atención a tres consideraciones: la primera sugiere que el análisis del campo estatal tiene que hacerse tomando como punto de partida la singularidad del caso analizado. Con esto se quiere señalar, especialmente, que el uso que aquí se hace de los sistemas conceptuales y de las variables de análisis propuestas por cada una de esas disciplinas no puede disociarse de las particularidades del universo cultural, social, económico y político de la Colombia de mediados del siglo xix. La referencia permanente a la singularidad y la introducción de matices en el uso de las referencias conceptuales evita caer en la trampa de interpretar el campo estatal colombiano a mediados del siglo xix como supervivencia, desincronización, ausencia o atraso respecto a los modelos de Estado europeo y norteamericano. 

			Dejar de leer el campo estatal colombiano como ausencia de algo obliga a tener cuidado con todos aquellos sistemas conceptuales y metodológicos que solamente conceden importancia al sistema, el orden, la continuidad, la integración, la legitimidad y el poder, y que pasan por alto la mirada al actor, el desorden, la ruptura, el conflicto, los modos de impugnación del poder y las formas de resistencia (véase Badie, 1992, p. 348). En relación con este asunto, la segunda anotación señala que el análisis que aquí se propone también se posa en el estudio de los conflictos, controversias, rupturas, resistencias, acoplamientos y negociaciones a través de los cuales el campo estatal encuentra su forma. Parafraseando a Pierre Rosanvallon (2002), de lo que se trata es de “partir de las antinomias constitutivas de lo político, cuyo carácter se revela únicamente en el transcurso de la historia” (p. 43), para poder analizar a partir de allí las zonas grises, límites, aporías y bordes de eso que se denomina el campo estatal. En este sentido, la historia que aquí se presenta no se plantea como autoflagelación, pues en ella la violencia, los desórdenes civiles, las guerras y el caciquismo aparecen como fenómenos normales del proceso de formación del campo estatal.

			La tercera anotación afirma que los Estados existen y cambian, y es perfectamente legítimo intentar explicar sus formas, acciones y transformaciones en el devenir histórico. Sin embargo, es erróneo “suponer que vamos a encontrar esa explicación en el estudio de una sociedad coherente a la que el Estado está vinculado y en la que el Estado desempeña una determinada función” (Tilly, 1992a, p. 352). La idea de que a cada Estado corresponde una sociedad coherente y con continuidad, cuya historia se desarrolla en comunidad con ese Estado, es falsa. Por eso, es necesario recordar que “los procesos de formación del Estado no [son] homogéneos sino que [responden] de manera diferenciada a las condiciones locales y regionales previamente existentes” (González, 2004, pp. 317-318). Esto permite analizar las disputas, acomodamientos y variadas formas que va adoptando la incorporación política y territorial de nuevos espacios y grupos sociales, las tensiones que se presentan entre lo nacional y lo regional, y la incidencia de esas formas de incorporación y choques en la configuración del Estado. Esta tercera consideración permite abandonar, también, aquellas dualidades inamovibles que tienden a identificar al liberalismo con la modernidad y el federalismo, y al conservadurismo con la tradición y el centralismo.

			Por otra parte, para realizar este libro se exploraron múltiples fuentes documentales, se seleccionó la información considerada relevante y se contrastaron las informaciones comunes proporcionadas por cada una de ellas. En términos generales se puede afirmar que el texto no escapa de la revisión cuidadosa de aquellos archivos más o menos plausibles y comunes auscultados una y otra vez por muchos de los investigadores que han convertido a las guerras civiles del siglo xix en su objeto de indagación. 

			En este sentido, en la búsqueda de las fuentes que dieron forma al texto se exploraron: en la sección República del Archivo General de la Nación —agn—, los fondos Secretaría de Guerra y Marina (sgm), Gobernaciones varias (gv), Ministerio de Gobierno (mg), Municipalidades, prefecturas y policía (mpp), Enrique Ortega Ricaurte (eor) y el Anexo II; además del Archivo Histórico Legislativo (ahl) y Correspondencia Cartagena (cc). En la Biblioteca Nacional de Colombia —bnc— se revisaron los fondos Pineda (fp), Vergara (fv), Quijano (fq) y Cuervo (fc); las secciones dedicadas a la Miscelánea y la Correspondencia, y las Salas 1.ª, 2.ª y 3.ª. En el fondo Gobernación, del Archivo Histórico de Antioquia —aha—, la indagación se centró en las secciones Prefecturas, Asamblea Departamental, Correspondencia, Consejo de Estado y Leyes y Decretos. En el fondo Gobernación —Manuscritos— del Archivo Histórico de Cartagena de Indias —ahci—, se miraron las secciones Administración Pública (ap), Distritos Municipios (dm), Militares y Milicias (mm), y Provincias (p). Además, se visitó el Archivo Histórico Regional de Santander —ahrs—, la sala de Patrimonio Documental de la Universidad de Antioquia y la sala de Patrimonio Documental de la Universidad Eafit. El rastreo realizado también incluyó los siguientes periódicos: Gaceta Oficial de la Nueva Granada (1857-1858), Gaceta Oficial de la Confederación Granadina (1858-1861), Gaceta Oficial del Estado de Bolívar (1859-1863), Gaceta de Santander (1857-1863), Gaceta del Cauca (1858-1860), El Constitucional de Antioquia (1857-1863), Crónica Oficial de Antioquia (1862), Boletín Oficial de Antioquia (1860-1862) y El Tiempo (1857-1862). 

			El trabajo de lectura incluyó informes y comunicaciones del presidente de la Confederación, los secretarios de despacho y el procurador general de la nación; constituciones nacionales y de cada uno de los estados federales; decretos y leyes expedidos por el ejecutivo nacional, el congreso, los gobiernos de cada estado y sus asambleas legislativas; correspondencia entre los funcionarios de todos los niveles de la burocracia estatal y los gobernadores de las provincias y los alcaldes de los distritos; informes y comunicaciones enviadas por los gobernadores o presidentes de los estados federales y sus respectivos secretarios de despacho; cartas oficiales entre prefectos, alcaldes, gobernadores y secretarios de despacho; correspondencia privada entre los actores centrales del conflicto; informes militares sobre reclutamiento y empréstitos; proclamas, pronunciamientos y discursos; hojas sueltas; opiniones de los intelectuales; partes de batalla y boletines de guerra; relatos y narraciones de los acontecimientos; informes sobre las rentas y el fisco, y descripciones y noticias sobre las formas de resistencia a la guerra, deserciones y presencia de guerrillas.

			El libro no se apoya en el maravilloso accidente de encontrar un archivo inédito, ni en la engorrosa intención de desentrañar los archivos hasta encontrar una fuente no explorada. Las fuentes fueron las de siempre. Lo que posiblemente cambió fue el lugar sobre el cual se desplegó la mirada y las formas y objetos de la interpretación. En el abordaje de cada una de las fuentes, el análisis se volcó, principalmente, al estudio de las manifestaciones provinciales y locales de la guerra y el papel de los actores situados en las localidades, provincias y estados federales. Se exploró aquello que aparecía con minúscula, lo presumiblemente irrelevante, y el examen de los documentos se orientó a la interpretación de esos eventos. La apuesta no fue por la novedad de las fuentes, sino por su interpretación, pues creemos, siguiendo a Germán Colmenares (1997), que 

			el problema no tiene nada que ver con la escogencia de las fuentes históricas, sino con la manera de asimilarlas. La historia no puede reducirse a la versión escueta del contenido de documentos oficiales o de testimonios que se acuerden con ellos. Debe ser, por el contrario, a partir de las fuentes, una elaboración del espíritu humano. En rigor, una interpretación y no una mera traducción (p. xvii).

			El ejercicio de interpretación que aquí se propone se divide en tres partes. La primera, titulada “Elementos contextuales de la guerra civil de 1859-1862”, tiene por objeto presentar un panorama general sobre los elementos políticos, sociales y culturales que sirven de telón de fondo para la irrupción y el desarrollo de la guerra civil de 1859-1862. La segunda parte, “Del dominio de las pasiones lugareñas a la guerra civil nacional”, se ocupa de la descripción y el análisis detallado de los elementos que prefiguraron y configuraron esa guerra civil; esta parte describe en detalle el proceso a través del cual un conjunto amplio de desórdenes civiles de carácter local desembocó en una confrontación nacional entre los defensores de la soberanía de los estados federales y los defensores del gobierno de la Confederación. La tercera parte, “Caciquismo, federalismo y representación: algunas conclusiones sobre las formas del campo estatal colombiano en el contexto de la guerra civil de 1859-1862”, presenta dos ensayos conclusivos sobre la relación entre esta guerra civil y los procesos de configuración del campo estatal colombiano a mediados del siglo xix.

			

			
				
					1	En este sentido, sigue el derrotero trazado por Pierre Bourdieu. Para este autor, el Estado es un campo estratégico de relaciones de poder y su función es garantizar el orden, aun en la contingencia, mediante la concentración de diversos tipos de capital. Un campo se define como “una red o configuración de relaciones objetivas entre posiciones. Estas posiciones se definen objetivamente en su existencia y en las determinaciones que imponen a sus ocupantes, ya sea agentes o instituciones, por su situación (situs) actual y potencial en la estructura de la distribución de las diferentes especies de poder (o de capital) y, de paso, por las relaciones objetivas con las demás posiciones (dominación, subordinación, homología, etc.)” (Bourdieu y Wacquant, 1995, p. 64; y Bourdieu 2000a, pp. 163-164). Esos capitales, que dan forma al poder político del Estado, hacen referencia al capital de la fuerza, el capital económico, el capital informacional y el capital jurídico (Bourdieu, 1999, pp. 208-209; y 2000b).

				

				
					2	Philip Abrams (1988) afirma que debemos abandonar las nociones instrumentalistas y reificadas del Estado, para examinar los efectos y formas del poder y las dimensiones práctica y procesal de su formación y evolución. Lo anterior presupone definir el Estado como “sujeción políticamente organizada” (pp. 63, 75 y 77). En relación con esta idea, Derek Sayer (1994) anota que el Estado es una afirmación que, en su mismo nombre, “intenta proporcionar unidad, coherencia, estructura e intencionalidad a lo que en la práctica generalmente son intentos de dominación deshilvanados y fragmentados” (pp. 371-372).

				

				
					3	Norbert Elias recuerda que el proceso que da origen al Estado es, fundamentalmente, una lucha por la centralización y la integración territorial y, por tanto, una lucha contra las fuerzas localistas y centrífugas (1987, p. 337; y 1998, p. 109).

				

				
					4	El hecho de que no sean totalmente acabados no presupone la fragilidad y debilidad del Estado, y mucho menos el colapso o la presencia de Estados fallidos.

				

				
					5	El “dominio indirecto del Estado es aquel que se articula con base en una red de poder; una red de intermediarios sobre la cual se ‘monta’ el poder central y que comparte con distintas personas el uso de los medios políticos de dominación [...]. El poder directo implica que ese poder central coopta los antiguos intermediarios, los margina o los hace parte de una red de poder nueva que se sustenta en la creciente burocratización y racionalización de la vida social. Dominio directo es el dominio de burócratas” (Bolívar, 2003, p. 36).

				

				
					6	Michael Mann (1997) recuerda que “los Estados-nación no se vieron libres de desafíos a lo largo de la historia de la civilización occidental. Los actores ‘seccionales’ y ‘segmentales’ [...] y los actores transnacionales y ‘local-regionales’ [...] siempre subsistieron” (p. 18). En tal sentido, este autor señala que “las luchas entre los actores del poder nacional centralizado y del poder local-regional constituyeron un hecho universal, y las cuestiones representativa y nacional aparecieron siempre entrelazadas” (p. 20). Stein Rokkan (1970), por su parte, señala que la revolución nacional siempre comporta conflictos entre el centro y las periferias.

				

				
					7	La violencia de la cual estamos hablando aquí es aquel tipo de violencia colectiva que remite a la dimensión política; es decir, aquella a través de la cual se plantean reivindicaciones discontinuas, públicas y colectivas. Esta violencia tiene una relación directa con el ejercicio del gobierno (véase Tilly, 2007).

				

				
					8	Miguel Ángel Centeno (2014) no coincide con esta afirmación. Al estudiar la relación entre la guerra y los procesos de formación del Estado en América Latina, el autor afirma que, a diferencia del caso europeo, en Latinoamérica no se presentaron grandes conflictos entre unidades cohesionadas y compactas territorialmente —guerras interestatales—, sino un conjunto de luchas internas orientadas a definir la nación y los derechos y obligaciones de los ciudadanos —guerras civiles—. Centeno afirma que “mientras la guerra pudo haber desempeñado un papel importante en el desarrollo de algunos Estados europeos, su poder explicativo disminuye al cruzar el Atlántico”. Es decir, para él, resulta evidente que la guerra no contribuyó a crear la infraestructura estatal requerida y no dejó legados institucionales positivos en Latinoamérica. El resultado final fue la presencia de Estados ineficaces que no logran contener a la sociedad (Centeno, 2014, p. 50). La gran limitación de la tesis de Centeno es que presupone una única vía para la formación del Estado: la europea, con unidades centralizadas, racionalizadas, burocratizadas y homogéneas. 

				

				
					9	Entre ellas se podrían mencionar, por ejemplo, la asonada, la sedición, la sublevación, las reyertas, la rebelión y la revolución.

				

				
					10	Con esto no se pretende afirmar que esta guerra sea un acontecimiento anómalo, excepcional y fundador de la historia del campo estatal colombiano. Se aclara que esa guerra constituye una coyuntura política importante, porque abre la puerta a nuevas lógicas de organización del territorio, la autoridad y los derechos y, con ello, a la irrupción de nuevos conflictos políticos y nuevas formas de estructuración de lo estatal. 

				

				
					11	Esos intermediarios incluyen a la escuela, los partidos políticos, la iglesia, las sociedades y asociaciones políticas, la milicia y la guardia nacional, los rábulas, tinterillos y abogados, y los caciques y jefes políticos. En este libro se abordan exclusivamente los dos últimos. 

				

				
					12	En el análisis de la guerra civil de 1859-1862 se reconstruyen conflictos o desórdenes civiles que tienen por escenario los estados federales, las provincias y las localidades. Cuando no se requiera una referencia específica a una de estas dimensiones y se estén enunciando de manera genérica los enfrentamientos que se desarrollan en cualquiera de estos tres ámbitos, se recurrirá a la denominación abarcadora de conflictos locales. En los archivos y fuentes consultadas, las referencias al desarrollo de la guerra en el Estado de Boyacá no son frecuentes y sistemáticas. Por eso, en el texto las referencias a tal Estado son escasas. 

				

				
					13	Estos caciques “actúan como ‘mediadores’ políticos y culturales”, reduciendo el abismo que hay entre la comunidad rural y la ley, los abogados, los hombres de letras, el gobierno de los Estados federales y el gobierno central (Joseph, 2005, p. 245).

				

				
					14	Jorge Audelo Cruz (2004) establece una distinción entre el clientelismo tradicional y el clientelismo moderno o de partido. El primero tiene que ver con una “simple relación entre individuos con un ámbito territorial limitado, mientras que la versión moderna tiene que ver más con una relación de una mayor dimensión espacial, en la que el partido político, visto como una organización compuesta por una compleja maquinaria integrada por un determinado número de intermediarios, [...] juega un papel clave” (p. 128). El mundo de los caciques se inscribe en el primer escenario, y el de los jefes políticos está mucho más cercano al segundo.

				

				
					15	Aquí se incluyen: el Estado de Panamá, que se crea mediante el acto legislativo del 27 de febrero de 1855; el Estado de Antioquia, cuyo origen se encuentra en la ley del 11 de junio de 1856; el Estado de Santander, que se erige con la ley del 13 de mayo de 1857; y los estados de Cauca, Bolívar, Boyacá, Cundinamarca y Magdalena, creados con la expedición de la ley del 15 de junio de 1857, que dividía formalmente a la república en ocho estados federales. 

				

				
					16	El acontecimiento tiene un comienzo y un final —narrativamente presenta un incidente o suceso identificable para los contemporáneos—. Posee, también, un antes y un después más o menos discernibles. 

				

				
					17	Un argumento similar puede apreciarse en Michael Mann (1997, p. 81) cuando señala que en el proceso de configuración del Estado los conflictos históricamente institucionalizados continúan ejerciendo un poder considerable sobre los nuevos conflictos. Por su parte, el institucionalismo histórico utiliza el concepto de “dependencia del rumbo” para referirse a la inercia o influencia prolongada en el tiempo de políticas o programas tomados en un momento histórico precedente determinado. Este concepto presupone una suerte de inercia en las instituciones (véase Krasner, 1984, pp. 223-246).

				

				
					18	Debe quedar claro que no se está postulando ni revindicando alguna excepcionalidad del caso colombiano en referencia al lugar que ocupó la violencia en el proceso de configuración del Estado. Este trabajo considera el caso colombiano como particular, pero en ningún momento como excepcional y exótico. También es importante indicar que el libro no pretende hacer ningún tipo de análisis comparado con la realidad de otros países durante el siglo xix.

				

				
					19	A partir del análisis del sistema territorial colombiano en las décadas finales del siglo xix, el historiador Felipe Gutiérrez Flórez (2012) cuestiona la fragmentación y el aislamiento con que la historiografía “tradicional” ha visto aquel siglo. A partir del estudio de la intensidad, estructura, complejidad y evolución de la red de caminos, los mercados y las comunicaciones existentes entre localidades, subregiones y regiones, el autor demuestra que durante ese período Colombia estaba menos aislada y más comunicada de lo que la mayoría de las investigaciones han establecido. La información suministrada por Gutiérrez efectivamente pone en entredicho la tesis sobre el aislamiento territorial, la existencia de territorios vacíos y la fragmentación económica. Pero de allí no se puede inferir, como lo insinúa el autor, que no exista una clara fragmentación regional, sobre todo, si se asume que ella era, fundamentalmente, sociocultural y política. Si se matiza la tesis de Gutiérrez, se puede afirmar, entonces, que Colombia no era un país de regiones totalmente aisladas territorial y económicamente, pero sí era un territorio fragmentado en términos sociales, culturales y políticos. Por eso en este trabajo al hablar de fragmentación regional se hace referencia a esa última dimensión. 

				

				
					20	Guillermo Palacios (2007) define el objeto de la historia política como el estudio del “proceso por el cual un agrupamiento humano, que no es en sí mismo más que una simple ‘población’, toma progresivamente los rasgos de una verdadera comunidad. Una comunidad de una especie constituida por el proceso siempre conflictivo de elaboración de las reglas explícitas o implícitas de lo participable y lo compartible y que dan forma a la vida de la polis” (p. 16). 

				

			

		

		
			Primera parte

			Elementos contextuales de la guerra civil de 1859-1862

			En la Colombia del siglo xix, además de la guerra de Independencia, es posible identificar ocho grandes guerras civiles y decenas de guerras locales. Entre las primeras figuran la guerra de Los Supremos, las guerras civiles de 1851, 1854, 1859-1862, 1876-1877, 1884-1885, 1895 y la guerra de los Mil Días.1 La enumeración de las segundas es mucho más difícil, pues no existen acuerdos entre los historiadores sobre su número y contenido. No obstante, Gustavo Arboleda (1907) identifica 54 movimientos armados que tenían por finalidad derrocar al gobierno nacional o local.2 

			Retomando la propuesta de Fernán González González (2006a y 2006b), estas guerras pueden agruparse en tres bloques: las guerras en torno a la definición del sujeto político, que incluye la de Los Supremos y las de 1851 y 1854; las guerras por la definición del régimen político, que abarca las guerras civiles de 1859-1862, 1876-1877 y 1885,3 y las guerras contra la exclusión y contra las pretensiones centralistas instauradas por los regeneradores. 

			Al trazar el perfil de cada una de ellas, González (2006a) resalta la presencia de algunas continuidades y elementos comunes, de tal forma que resulta plausible señalar que en el devenir de cada una de ellas no todo se reinventaba: los jóvenes guerreros de una confrontación podían ser los veteranos contendientes de otra; los rebeldes que se levantaban contra el orden institucional en una coyuntura determinada aparecían después como los funcionarios públicos encargados de defender la Constitución contra la arremetida de antiguos y nuevos rebeldes, y las disputas y tensiones entre localidades y regiones, que operaban como elemento central y configurador de una guerra, irrumpían y se recreaban en otra, con nuevos matices y nuevas coordenadas.

			Sin embargo, al realizar estas agrupaciones, no se puede perder de vista que cada una de esas ocho guerras civiles fue particular y única en relación con sus justificaciones, causas, desarrollos, duración, niveles de hostilidad y costos en bienes y vidas.4 En su especificidad, articulaban conflictos de naturaleza diversa y actores locales o nacionales específicos, y entre ellas hubo rupturas y cambios significativos en los niveles social, político, económico y cultural que no deben soslayarse. 

			En estrecha relación con este asunto, el objetivo de esta primera parte del libro es describir, en un único capítulo, las determinaciones sociales, políticas, económicas e institucionales a las cuales respondió la guerra civil de 1859-1862. 

			

			
				
					1	Álvaro Tirado Mejía (1976, p. 11) habla de nueve guerras, pues incluye el derrocamiento de Joaquín Mosquera por parte del general Rafael Urdaneta en 1830.

				

				
					2	La distribución espacial de esas confrontaciones es la siguiente: Antioquia, 4; Bolívar, 4; Boyacá, 5; Cauca, 5; Cundinamarca, 6; Magdalena, 7; Panamá, 16; Santander, 4, y Tolima, 3. Sin embargo, Arboleda (1907, p. 60) anota que de ellas deben descartarse dos por ser comunes a los estados de Bolívar y Magdalena y, además, las ocurridas en 1828 y 1829. En este sentido resultan 50, que el autor descompone así: 14 de conservadores contra liberales, 2 de liberales contra conservadores y 34 de liberales contra liberales. De esas cincuenta revoluciones triunfaron quince. 

				

				
					3	Miguel Borja (2010, p. 24) considera estas tres guerras como confrontaciones armadas interestatales que se insertan en una gran guerra federal y que respondían, por tanto, a una lógica común: la defensa de la soberanía territorial de los estados federales. Ellas muestran, en definitiva, las diferentes fases por las que pasaron los procesos de construcción del federalismo colombiano, con sus momentos de auge y crisis. La calificación que hace Borja de estas tres guerras como interestatales puede parecer exagerada; posiblemente la única de ellas con tales atributos era la de 1859-1862.

				

				
					4	Álvaro Tirado Mejía (1976) señala que no existe un balance apropiado sobre estos costos. 

				

			

		

		
			
			

		

		
			1. Los prolegómenos de la guerra civil de 1859-1862: federalismo, modernización y estatus social

			[La guerra de 1859,] la última, la más poderosa por sus recursos, la más criminal por su objeto, la más infame por sus medios, y la más sangrienta por sus batallas; i aunque la más grandiosa por sus peripecias, también la más torpe de todas.

			Felipe Pérez

			Una batalla no es nunca un hecho aislado, sin relación alguna con los acontecimientos que de cerca y de lejos la hayan precedido. Ella es un resultado de las condiciones sociales y políticas del país y de una serie de hechos lejanos que, al parecer, han realizado separadamente, sin conexiones de género alguno, pero que al fin convergen a un centro, a un campo cerrado y decisivo en donde se hallan las que se consideran como soluciones de la historia.

			Francisco de Paula Borda

			Toda guerra civil es un acontecimiento particular, de corta duración, que se produce por la acción u omisión de sujetos que actúan de acuerdo con las condiciones impuestas por las circunstancias específicas e irrepetibles de su tiempo. A pesar de presentar hilos de continuidad y elementos comunes con otras confrontaciones armadas, la guerra civil de 1859-1862 fue un evento único que se desplegó y desarrolló en el marco de determinaciones sociales, políticas, económicas e institucionales muy concretas. Particularmente, ella respondía a la compleja sumatoria de conflictos locales, provinciales e interestatales generados por el despliegue del modelo de organización política de corte federal y la marcada debilidad de la estructura fiscal del Estado y de sus aparatos coercitivos. Además, esa guerra fue una reacción a las consecuencias no deseadas de la puesta en marcha del reformismo liberal y la más clara manifestación de rechazo de sectores liberales al proceso de reconfiguración y predominio electoral del partido conservador, después de la fallida alianza entre el partido liberal y los sectores populares. Finalmente, fue un instrumento para que una nueva élite política, de corte moderno, ocupara un lugar en el engranaje social e institucional de una sociedad profundamente tradicional. 

			En este capítulo se describen los elementos contextuales a los cuales responde esa guerra civil. Específicamente se presentan tres asuntos: las políticas orientadas a la organización federal del Estado, el proceso de modernización liberal, con las consecuentes disputas por el control del Estado, y la irrupción de una nueva generación de políticos, junto a las pugnas por el poder que ello generó. 

			Federalismo de facto y debilidad del Estado 

			El régimen federal aparece en la Colombia de mediados del siglo xix como un modelo de organización estatal plausible y viable para un país caracterizado por una profunda fragmentación del poder político y por la presencia de oligarquías e intermediarios locales de múltiple naturaleza. La adopción de la forma de organización confederal fue gradual y en ella se manifestaron dos etapas: la primera, que comenzó en la década de 1840, estuvo marcada por el desarrollo de una política orientada a la fragmentación provincial; y la segunda, que inició con la Constitución de 1853, transitó por otro sendero y tuvo como característica el reagrupamiento provincial y la creación de ocho estados federales.

			Descentralización y dominio provincial 

			La guerra de Los Supremos (1839-1842) tuvo como trasfondo las tensiones en torno a las configuraciones del poder local y la redefinición del lugar de los caudillos en la estructura regional del Estado. Por ello, después de su finalización en 1842, la mayoría de las estrategias orientadas a la conservación de la paz pasaron por la reorganización de la división territorial del país, la fragmentación del mapa provincial y la descentralización del poder. En una clara respuesta al poder de Los Supremos, a partir de 1845 se desató un ciclo de reformas, o intentos de reforma, orientadas a crear nuevas provincias y territorios. En particular, en 1845 se creó el territorio del Caquetá; en la provincia del Cauca se erigieron en 1846 las provincias de Túquerres y Barbacoas; ese mismo año se establecieron los territorios del Darién, la Guajira y San Martín, y en los dos años siguientes se crearon los territorios de San Andrés, Guanacas y Raposo. 

			La elección a la presidencia de la república del general liberal José Hilario López el 9 de marzo de 1849 estuvo acompañada por la implementación de un conjunto de reformas destinadas, entre otros asuntos, a la descentralización de las funciones y tareas del Estado central. Esta administración disminuyó la fuerza pública, redujo la intervención del Estado en la beneficencia pública, decretó la abolición del monopolio estatal sobre el tabaco, liquidó las reglamentaciones y trabas al comercio, abolió los impuestos indirectos, dio libre circulación a la tierra y a la mano de obra indígena y esclava, implementó la Ley de descentralización del 20 de abril de 1850 para trasladar a los gobiernos de las provincias rentas y gastos hasta entonces centralizados (véase Martínez, 2001, pp. 65-66),1 reconoció el derecho de las provincias para diseñar su propia constitución y expidió leyes orientadas a dividir las provincias. 

			De manera específica, y en relación con este último asunto, el 7 de mayo de 1849 la provincia de Tunja fue dividida en las provincias de Tunja y Tundama;2 el 26 de mayo, la provincia de Veraguas fue fraccionada en las provincias de Veraguas y Chiriquí; el 29 de mayo se creó la provincia de Ocaña en territorio tomado de Mompós; también en 1849 se estableció la provincia de Tundaza; ya en 1850 el 8 de abril se erigió la provincia de Azuero; el 15 de abril se creó la provincia de Valledupar a partir de la separación de esta de la provincia de Santa Marta; el 17 de abril, la provincia de Pamplona se dividió en las provincias de Pamplona, Santander y Soto;3 y el 15 de mayo de 1851, la provincia de Antioquia se fraccionó en la provincias de Antioquia, Medellín y Córdoba.4 Esta tendencia hacia la fragmentación provincial continuó a lo largo de 1852 y los primeros meses de 1853. En el primer año, la provincia de Bogotá se dividió en las provincias de Bogotá, Tequendama, Cundinamarca y Zipaquirá, y se creó la provincia de Sabanilla a partir de su separación de la provincia de Cartagena. En el segundo año se creó la provincia de García Rovira,5 con la cual se cerró el ciclo de la división provincial originada como reacción a la guerra civil de 1839-1842.

			Esa política de segmentación provincial se resume, entonces, en la creación de dos nuevas provincias y seis territorios en 1848,6 y el reconocimiento legal, en 1853, de 36 provincias en la Nueva Granada.7 Palacios y Safford (2002) señalan que “el movimiento a favor de la fragmentación en provincias más pequeñas reflejaba rivalidades locales profundamente arraigadas. Pero también existía un deseo más o menos bipartidista en desarrollar una mayor capacidad de autogobierno en los niveles provincial y municipal” (p. 389). Lo que subyacía a todo este proceso era la intención de las élites políticas nacionales de los dos partidos de llegar a acuerdos contingentes con los poderes ubicados en lo local, la pretensión de ajustar el desarrollo del país según los intereses económicos de algunos grupos locales, la satisfacción de intereses personales de caciques que reclamaban una mayor autoridad para las provincias y municipalidades y, fundamentalmente, el despliegue de una estrategia de reacomodo electoral orientada a garantizar las mayorías para uno u otro partido.

			La política de descentralización de ingresos y gastos impulsada por la administración de José Hilario López, la modificación del sistema impositivo y la división provincial produjeron un notorio y preocupante déficit en buena parte de las tesorerías provinciales, una creciente transferencia de poder a los caciques locales y la consolidación de unas élites provinciales que conectaban las demandas locales, provinciales y regionales con el centro nacional; es decir, esas reformas instituyeron un federalismo provincial,8 precario e inestable, de localidades ambiciosas pero incapaces de responder a las demandas administrativas y a las nuevas cargas tributarias asignadas. Un federalismo provincial que “traidoramente” apareció, según Ángel Cuervo (1984), “como la discordia arrebolada con el celaje engañoso de la federación, de la autonomía de las provincias, y en detrimento del poder central, o lo que es lo mismo, la anarquía” (p. 40). 

			La “naturaleza profundamente plástica” de las provincias (véanse Martínez, 1994; Flórez, 1997 y 2003), que se dividían o reagrupaban según las necesidades e intereses económicos y administrativos o las tensiones y negociaciones políticas, sumada a las peticiones de supresión enviadas por algunas provincias al congreso y a la expedición de una nueva constitución de corte centro-federal,9 permitió transitar desde ese insostenible federalismo provincial hacia uno indeciso y transicional, formalmente centralizado, que se sustentaba en la concesión de prerrogativas y poderes a lo municipal (véase Ocampo, 1982, pp. 52-63), en la eliminación de los cantones y en la reducción de la división político-administrativa del país a las unidades provinciales y distritos parroquiales.10 

			La Constitución de 1853 dotó al gobierno general de facultades para la conservación del orden general, la legislación civil y penal, la demarcación interna y externa del territorio, las relaciones y el comercio exterior, la organización y administración de la hacienda nacional, los pagos de la deuda, el censo general de población, la organización del sistema electoral, la determinación de la moneda, los pesos y las medidas, el manejo de los bienes nacionales y la migración y naturalización de extranjeros (Constitución Política de la Nueva Granada, 1853, capítulo ii, artículo 10). Pero, al mismo tiempo, entregó a las provincias facultades de autogobierno y la posibilidad de elegir a sus gobernadores. Además, les otorgó el derecho a expedir sus propias constituciones11 y la facultad de organizar el régimen político y el régimen administrativo interior, siempre y cuando no intervinieran en los asuntos definidos como de competencia del gobierno central. Con estas medidas y la consagración del sufragio universal masculino, las provincias dejaron de ser “simples circunscripciones administrativas de una república unitaria” y se transformaron en “reales entidades políticas que participarían del ejercicio de la soberanía” (Basilien, 2008, p. 138). 

			Desde el momento de su expedición, esta constitución se movió entre dos planos. En primer lugar, los constantes intentos de reforma y la discusión permanente sobre el equilibrio que debía establecerse entre el incipiente poder central y el poder de las provincias. La disputa pasaba por la polémica en torno al número y tamaño de las provincias y por los reiterados llamados de atención sobre la necesidad de reformar una constitución que era vista como un instrumento ambiguo, pues no lograba consolidar por completo el federalismo ni resolver los desequilibrios que persistían entre el centro y las provincias. 

			El segundo plano se refiere a los tumultos, revueltas y desórdenes locales y provinciales provocados por la presencia en la arena política de las sociedades democráticas y por las rivalidades entre partidos y facciones de los partidos frente al control de los diferentes niveles del gobierno.12 En el marco de disputas permanentes por el control burocrático de los gobiernos provinciales y locales, el año de 1853 presenció los levantamientos armados de las sociedades democráticas en Bogotá13 y Cali; el enfrentamiento local de gólgotas y draconianos en Tunja, en septiembre; el motín de los conservadores en Pasto contra la libre utilización del sufragio, a finales del mismo mes; las tensiones partidistas y electorales en la Asamblea de la provincia de Antioquia, así como los disturbios provocados por los liberales contra el triunfo electoral de los conservadores en Mariquita y la asonada provocada por grupos liberales contra el dominio conservador en Chocontá, en octubre; los motines ocurridos contra el fraude electoral en Zipaquirá y Sutatenza, también en ese mes; los disturbios electorales en Barranquilla, en diciembre, y la asonada avivada por liberales y conservadores ya en enero de 1854, cuando el gobernador de la provincia de Buenaventura intentaba asumir el cargo. 

			El tránsito desde levantamientos armados locales hacia el golpe del general José María Melo, el 17 de abril de 1854, estuvo estrechamente vinculado a la división interna del gobierno central y a las rivalidades partidistas por el control del aparato de gobierno en las provincias. El manejo del ejecutivo nacional por el ala draconiana del partido liberal, el predominio de los conservadores y gólgotas en el congreso y la conformación puramente conservadora de la Corte Suprema creaban una suerte de equilibrio inestable en el gobierno central, que estaba sometido, además, a los vaivenes y desenlaces de los conflictos provinciales tanto como a las presiones y amenazas de las diferentes facciones de los nacientes partidos políticos. A esto se sumaba la división del partido liberal entre gólgotas y draconianos, el crecimiento y protagonismo de los clubes políticos, la debilidad fiscal de la administración central y de las provincias, los fallidos intentos de reforma de la Constitución de 1853 y los ataques de los liberales radicales al ejército. 

			Federalismo estatal de facto

			La insurrección del 17 de abril14 y su posterior desenlace en diciembre de 185415 definieron el tránsito desde una constitución de corte centro-federal y un federalismo sustentado en la fragmentación y división provincial, hacia un federalismo estatal de facto, que se materializó en “la reintegración de las grandes provincias antiguas”16 y la creación, entre 1855 y 1857, de ocho grandes estados federales.17 La configuración de este segundo modelo federal, que antecedió a la Constitución de 1858 y que fue compartido en sus aspectos centrales por las élites de los dos partidos políticos,18 tenía por objeto superar la fragmentación que derivaba de la existencia de pequeñas provincias, descentralizar el poder,19 evitar que se presentara otra experiencia parecida a la del golpe de Melo y reducir las probabilidades de una nueva guerra civil. Era un federalismo ambiguo, que no nació de una convención o un acto constitucional, sino de la Ley del 15 de junio de 1857, que daba poderes al gobierno central, pero fácticamente no le dejaba territorios para ejercer esos poderes (véase Gilmore, 1995, p. 36).20 Se trataba, tal como lo anotan Uribe de Hincapié y López (2008a), de “‘un federalismo de oportunidad’, orientado más hacia la conjura de los riesgos políticos que habían sido identificados, que hacia la configuración de un régimen administrativo eficaz para la gestión y la administración de lo público” (p. 95).

			Antes y después de la creación del Estado de Panamá en 1855, la división territorial ocupaba un lugar central en la agenda política del congreso. En la actividad legislativa de esos años se presentaron, debatieron, aprobaron y rechazaron proyectos orientados a la supresión o reintegración de las provincias (véase Gilmore, 1995, pp. 32 y ss.), leyes sobre división territorial y proyectos fallidos de reforma constitucional.21 En esencia, la finalidad de esos proyectos era eliminar la división provincial originada por el reformismo liberal del medio siglo y restablecer el equilibrio entre el poder central y el poder de las localidades. De manera indirecta, los intentos de reforma emprendidos22 tenían como trasfondo la preocupación y respuesta de los gólgotas a la contrarrevolución conservadora de 1854-185523 y al avance electoral de ese partido en las primeras elecciones efectuadas con el modelo del sufragio universal.24 

			Para lograr este doble objetivo se intentó articular la creación de los estados federales con la defensa de la descentralización de la autoridad. Muestra de ello es la circular enviada por el secretario de gobierno, Vicente Cárdenas, a los gobernadores en abril de 1855, quien les recordaba que:

			La independencia municipal es una institución liberal, justa y caritativa y la administración no sólo la respetará y respaldará religiosamente como un medio poderoso de mejoría y desarrollo, sino que también luchará hasta donde sus poderes lo permitan por el establecimiento y eficacia del gobierno provincial [...]. La actual administración entiende claramente las ventajas inestimables de este sistema y en consecuencia está interesada en conservarlo (Gaceta Oficial [Bogotá], 1855, núm. 1773, p. 670).25 

			El federalismo resultante, biforme según la expresión de Ángel Cuervo (1984, p. 43), presuponía la configuración de un modelo de ordenamiento territorial que buscaba garantizar un equilibrio asimétrico del poder electoral e imposibilitar la construcción de alguna hegemonía partidista de carácter nacional. El mapa electoral resultante de la puesta en marcha de las asambleas constituyentes en cada uno de los estados creados mediante la Ley del 15 de junio de 1857 mostraba ese equilibrio: Santander, Magdalena y Panamá quedaron en manos de los liberales, mientras que Antioquia, Cundinamarca, Boyacá y Bolívar tenían mayorías conservadoras.26 En Cauca el Partido Nacional, creado por Tomás Cipriano de Mosquera, obtuvo las mayorías.

			Este equilibrio asimétrico del poder electoral a nivel nacional se complementaba con un equilibrio inestable del poder local,27 basado en un sistema de pesos y contrapesos entre el gobierno central y las élites provinciales, que dejaba en manos de las segundas el manejo de asuntos referidos al régimen político y administrativo local, el ordenamiento territorial, los derechos, las libertades, los impuestos, las rentas y los gastos. La existencia de este doble equilibrio generó disputas entre figuras locales y provinciales de los partidos por la hegemonía regional, y disputas entre las figuras locales, provinciales y nacionales de esos partidos por la intermediación con el gobierno central.28 Las primeras asambleas constituyentes de los ocho estados creados con la Ley del 15 de junio de 1857 se instalaron en septiembre de ese mismo año y allí se hicieron manifiestas las viejas rencillas y conflictos locales alrededor de la división territorial y administrativa de cada uno de ellos. En esas asambleas se gestaron y articularon muchos de los conflictos que posteriormente desembocaron en los levantamientos armados que dieron forma a la guerra civil de 1859-1862.

			Dos ideas aparecieron claramente dibujadas en el discurso político después de la expedición de la Ley del 15 de junio de 1857. En primer lugar, aquella que llamaba la atención sobre la inexistencia de vínculos establecidos constitucionalmente entre el gobierno central y los ocho estados federales y sobre la incapacidad del gobierno central para mantener el orden. Según Florentino González (1857), procurador general de la nación de 1855 a 1858, esa ley “había creado a varios Estados independientes con plenas facultades para hacerlo todo y dejado en existencia a un gobierno general sin los medios para cumplir con la misión que debía cumplir” (p. 1). En palabras de Mariano Ospina Rodríguez, presidente electo en los comicios de agosto de 1856, después de la creación de los estados quedaban “solamente los restos de una constitución fundamentada sobre la hipótesis de que la república era única e indivisible, y regida por un solo gobierno” (Gaceta Oficial [Bogotá],1858, núm. 2005, p. 26). En su discurso de posesión como nuevo presidente, Ospina señalaba, además, que:

			[...] en otro tiempo el poder encargado de mantener el orden y la seguridad tenía a su disposición, con tal fin, un ejército relativamente numeroso, un tesoro público, si no floreciente sí en estado de atender a tal objeto; agentes en todos los puntos de la República dispuestos a ejecutar sus órdenes, porque su nombramiento dependía de él. [...] Ahora no existe nada de eso; no hay ejército, sino escoltas indispensables para custodiar los presidios, el tesoro está en ruina y en completa incapacidad de dar ni la más pequeña suma para alimentar cualquier fuerza que sea necesario levantar para reprimir un acto de rebelión; y los que deben ser agentes del Poder Ejecutivo no dependen hoy de él en realidad (citado por Felipe Pérez, 1862, pp. 34-35). 

			La segunda idea alertaba sobre los inminentes riesgos de la guerra y la desintegración si no se lograba constitucionalizar el federalismo de facto existente. Tomás Cipriano de Mosquera, miembro de la comisión de reformas constitucionales del Senado, en un llamado de atención al congreso, el 14 de junio de 1857, señalaba que:

			[...] el haberse erigido ya ocho Estados, ha variado esencialmente la organización política y sería una cosa monstruosa que el congreso suspendiera sus sesiones sin acordar, si no una constitución, al menos los términos del acta de confederación [...]. El orden general no le está expresamente atribuido al gobierno general, y acaso habría Estados que una vez constituidos le disputarían esa facultad [...]. Dentro de poco tiempo cada uno de ellos [los Estados] entra en el pleno ejercicio de su soberanía, y si no hay un pacto completo de confederación, no se habrá hecho sino disolver la República y en vez de darle fuerza y cohesión a la nación, habremos hecho todo lo contrario (1857, pp. 3-4). 

			La “anarquía pacífica”

			La constitucionalización del federalismo de facto se realizó con la expedición de la Constitución de 1858, que sumó a los ocho estados vigentes en una unidad política confederal.29 En su intento por restablecer el equilibrio entre el poder central y los poderes federales y limitar el exceso de autonomía de los estados recién creados, la nueva constitución estableció las potestades soberanas de esos estados, los límites y alcances del poder central en relación con la soberanía de aquellos y las facultades específicas del gobierno general. Específicamente, en el artículo 15 del capítulo iv, esa constitución estableció que los negocios de competencia del gobierno general eran la organización y reforma del gobierno de la Confederación; las relaciones y la defensa exterior; la gestión, dirección y sostenimiento de la fuerza pública al servicio de la Confederación; la garantía del orden y la tranquilidad interior de la república; la legislación civil y penal en asuntos que eran competencia del gobierno general; el crédito público y la administración de las rentas de la Confederación; la creación o admisión de nuevos estados —previa petición de las legislaturas de los estados de quienes se desmembraran—; el restablecimiento de la paz entre los estados; el censo general; las vías interoceánicas y la navegación de los ríos que bañaban el territorio de más de un estado; la administración de fortalezas y puertos marítimos y fluviales; la determinación de la moneda, los pesos y las medidas; el manejo de los bienes nacionales; la designación del pabellón y escudo de armas; y la migración y naturalización de extranjeros (Constitución Política para la Confederación Granadina, 1858).

			Con la nueva constitución y la adopción del modelo de organización confederal, “las élites dirigentes buscaron [además], descentralizar los enfrentamientos políticos en el país y poner término a las guerras civiles generales que impedían la consolidación de la nación y amenazaban convertir a la Nueva Granada en un Estado no viable” (Gutiérrez, s. f., pp. 4-5). Sin embargo, la reagrupación provincial, la creación de los estados federales y la expedición de la nueva constitución no lograron apagar la hostilidad histórica que persistía entre algunas provincias y villas, ni las ambiciones de grupos familiares que habían conseguido posicionarse al amparo de la extensión de la autonomía provincial, así como tampoco los enfrentamientos locales entre facciones políticas y los conflictos partidistas en torno al control del poder ejecutivo de cada uno de los estados y de sus respectivas asambleas legislativas. Por el contrario, esta constitución fue “la expresión jurídica de los particularismos locales y de la tendencia centrífuga al desmembramiento del territorio” (Basilien, 2008, p. 142). Ella puso en evidencia los límites fácticos para el desarrollo de un proyecto estatal centralizador y abrió la puerta a un juego político entre el centro y los estados federales que estuvo marcado por una mezcla, más o menos inestable, de negociaciones y usos de la violencia. En palabras de José María Quijano Wallis (1983), la nueva constitución no hizo otra cosa que “[...] fingir la alianza o federación de los pedazos bajo la forma de los Estados confederados”, rompiendo “el todo unido que formaba la república” (p. 54).

			En octubre de 1858, José María Rojas Garrido (1858, p. 1) describió la situación del país como una “anarquía pacífica” en la que estaban siempre presentes las disputas provinciales en torno al lugar que les tocaba ocupar en el nuevo ordenamiento territorial. Lo específico de la época fue la presencia de fuertes focos locales de poder, con aristocracias localistas, particularistas y provincianas que negociaban o se enfrentaban para lograr posicionarse en el ámbito de los estados federales y constituirse en agentes de intermediación con el gobierno central de cada estado o con el gobierno general (véase Vélez, 2002, p. 187). Después de la expedición de la Constitución de 1858, el devenir político del país no estuvo determinado por la acción e intervención del Estado central, sino que se desplazó “hacia el mosaico de experiencias políticas que conforman la vida pública de los diferentes Estados soberanos” (Martínez, 2001, p. 145) y hacia los diferentes focos provinciales donde se ubicaba el poder de los caudillos e intermediarios. 

			La adopción del modelo de organización confederal que aparecía en la Constitución de 1858 fue una respuesta a la profunda fragmentación sociocultural y política del país, a la presencia de grandes territorios que escapaban a la acción del gobierno central, a la imposibilidad de integrar los diferentes territorios a través de una estructurada red de caminos y, por tanto, a la existencia fáctica de regiones que se habían desarrollado sin vínculos estables entre sí. En 1861, el presidente Ospina (1861) señalaba que las causas del desorden reinante “[...] son de diverso género; algunas están en la naturaleza misma de las cosas, tales como nuestras circunstancias geográficas. Grupos de población colocados en una vasta extensión territorial, y separados por altísimas cordilleras, por valles ardientes y deletéreos, por ríos caudalosos y por páramos desiertos, hacen muy difícil la acción oportuna y eficaz del gobierno general para mantener el orden” (p. 12).30

			Jorge Orlando Melo (1987) señala que “durante el siglo xix, las áreas más pobladas del país se encontraban en cuatro grandes regiones aisladas: el altiplano cundiboyacense y Santander, zona nororiental del país; las áreas adyacentes de Pasto, Túquerres, Popayán y Cali, el suroccidente colombiano; el centro de Antioquia; y las regiones de la Costa Caribe próximas a Cartagena, Mompós y Santa Marta” (p. 127). Es decir, la Colombia del siglo xix era un país de regiones, geográficamente independientes y conformadas por un número de provincias que eran, en términos generales, concentraciones pequeñas de población principalmente rural.31 A esto se sumaba la precaria consolidación del comercio interno, el limitado desarrollo del comercio exterior, el incipiente avance de la acción administrativa del Estado, la ausencia de funcionarios idóneos para desempeñar los cargos,32 el desorden de la hacienda pública a nivel de distritos y provincias, y la calamitosa situación de déficit fiscal del Estado central y los estados federales.

			En este sentido, cuando se piensa en el modelo de régimen político adoptado en Colombia antes de la guerra civil de 1859-1862, es importante llamar la atención sobre la existencia de un Estado central en una situación de bancarrota crónica y de unos estados federales enfrentados a una notable pobreza fiscal (véase Deas, 1993b, pp. 61 y ss.). En su análisis sobre las finanzas públicas en el siglo xix, Roberto Junguito (2010, p. 62) señala que el cambio en el régimen tributario a partir de 1850 respondió mucho más a posturas ideológicas e intereses políticos orientados a reforzar los poderes locales que a una situación estructural de las finanzas públicas, porque estas, a finales de la década de 1840, mostraban una importante mejoría, llegando incluso a presentar superávit en los dos últimos años de esa década.33 De manera puntual, este autor afirma que lo que 

			evidencian las cifras fiscales es que en los años posteriores a 1853-1854 y hasta final del decenio, la reforma no tuvo el efecto esperado por Murillo Toro en términos de un mejoramiento permanente de la situación fiscal de la nación a mediano plazo, resultante de la reasignación de las funciones del gasto y el mayor crecimiento económico proyectado como resultado del proceso de descentralización (Junguito, 2010, p. 67).34

			Esos resultados mediocres de la reforma también tuvieron que ver con la fragilidad y precariedad de la administración pública para extraer impuestos a las clases propietarias; con la deficiente capacidad administrativa y punitiva del Estado; con los límites que tuvo la extracción de recursos a sociedades que eran profundamente pobres, con el contrabando, la corrupción y otros mecanismos empleados por las élites locales para socavar la base de recaudo del Estado; con las disputas entre los diferentes niveles del gobierno en torno a quién era el beneficiario directo de los montos recaudados; con lo oneroso que resultaba el pago de la deuda externa y el aumento del monto de la deuda pública interna, y, finalmente, con los costos de las diferentes guerras civiles.

			En relación con estos tres últimos asuntos es pertinente anotar que una parte significativa del déficit fiscal estuvo asociada con la deuda contraída con los ingleses después de la disolución de la Gran Colombia y, como correlato, con el incremento constante de la deuda pública interna. La moratoria de la deuda y el consecuente cierre de los mercados de crédito internacional convirtieron el endeudamiento interno35 en el instrumento preferido para equilibrar la balanza del tesoro nacional y en un mecanismo más o menos ágil para financiar las guerras. Ángela Milena Rojas (2007, p. 200) muestra que los mayores momentos de crecimiento del saldo de la deuda interna están estrechamente relacionados con los costos que tenían los ejércitos en los momentos de la guerra, de tal forma que los gastos de las diversas y repetidas confrontaciones civiles36 se vieron reflejados en el incremento constante de la deuda pública interna y en la perdurabilidad de la crisis fiscal del Estado colombiano durante buena parte del siglo xix. En relación con este asunto, el primero de febrero de 1860, el presidente Mariano Ospina (1860b) afirmó:

			La situación fiscal continúa [siendo], pues, sumamente difícil; procediendo esto, como en otras veces se ha demostrado, de la enormidad de la deuda exterior que pesa sobre la Confederación, y de la obligación que se ha impuesto al Tesoro de amortizar el capital e intereses de la deuda flotante, destinando a tal objeto más de la tercera parte del monto total de las rentas. No puede salir la Nación de esta opresiva situación, sino por medio de la paz y el orden, que poniendo punto a los gastos extraordinarios que van aumentando el monto de la deuda flotante, permita terminar la amortización de la existente en el curso de algunos años (p. 34). 

			Ese aumento de la deuda flotante produjo dos fenómenos que fueron determinantes en el desarrollo de la guerra civil de 1859-1862: en primer lugar, la captura privada de las rentas públicas por algunos intermediarios (véase Rojas, 2007, p. 218) y, en segundo lugar, la incapacidad fiscal del gobierno general para sostener un ejército grande y centralizado.37 En este sentido, un elemento central para comprender la naturaleza de esa guerra civil fue la reducción y sustitución del “ejército nacional” por ejércitos locales que respondían a los intereses de un cacique o de su círculo de poder y, por tanto, la incapacidad económica, fiscal y militar del gobierno central para imponer formas de control político directo orientadas a unificar políticamente a la nación.
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